Procesado: RCR

Delito: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes

Radicación: 66001 60 00 035 2014 03155 01

Asunto: Adiciona sentencia de segunda instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES / INHABILIDAD DEL ARTÍCULO 122 DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL / REQUISITOS Y ALCANCES DE SU APLICACIÓN / PRISIÓN DOMICILIARIA / COMPETENCIA DEL JUEZ DE CONOCIMIENTO PARA RESOLVER SOBRE EL PUNTO / EXTINCIÓN DE DOMINIO / ES TRÁMITE INDEPENDIENTE DEL PROCESO PENAL.
… sobre lo atinente a la imposición o no de la inhabilitación perpetua a la que se refiere el artículo 122 C.N, esta Colegiatura ha sido reiterativa en señalar que la inhabilitación aludida es intemporal cuando el acusado ha incurrido en la conducta de tráfico de estupefacientes que conlleve un ánimo de lucro. Sin embargo, esa sanción ha sido morigerada en el sentido de que sólo es procedente en aquellos eventos en los que las personas condenadas por ese tipo de conductas, no puedan contratar con el Estado, inscribirse como candidato para aspirar a cargos de elección popular, o fungir como servidor público, situación que no se predica frente al ejercicio del derecho al sufragio o el ejercicio de cualquier otro derecho público inherente a la condición de ciudadano, casos en los cuales la sanción de inhabilitación será por el mismo término de duración de la pena principal. (…)
… en lo que tiene que ver con este acápite del recurso propuesto la Sala adicionará la decisión de primera instancia para imponer la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derecho y funciones públicas a perpetuidad al señor RCR, lo que afecta intemporalmente su derecho a aspirar a cargos de elección popular, a desempeñarse como servidor público, y contratar con el Estado, situación que no se pregona frente al ejercicio del derecho al sufragio o el ejercicio de cualquier otro derecho público inherente a la condición de ciudadano, motivo por el cual  dicha inhabilitación particular se aplicará por el mismo término de duración de la pena principal, debiendo recordarse que en CSJ SP del 5 de septiembre de 2018, radicado 51.389 se reiteró que como esa pena era de índole constitucional, la misma se debía aplicar así no se hubiera dispuesto de manera expresa en el fallo. (…)
… el juez de primer grado consideró con apoyo en precedentes de la SP de la CSJ y una decisión de esta corporación, que era competente para pronunciarse sobre esa forma de ejecución de la pena y que con base en las evidencias presentadas por la defensa en la audiencia de IPS, se podía inferir, tal como lo hizo en su oportunidad el juez con función de control de garantías, que el señor RCR podía ser considerado como padre cabeza de familia, de acuerdo a lo dispuesto en la ley 750 de 2002 para permitir que continuara laborando en su residencia para sostener a sus hijos, mientras se adoptaba la decisión correspondiente por parte del juez de EPMS. (…)
Para dar respuesta al recurrente, se considera que en este caso resulta aplicable el precedente CSJ SP del 26 de junio de 2008, radicado 22453, el cual fue citado por esta Corporación en pronunciamiento del 21 de abril de 2015 acta No. 103 del día 17 del mismo mes y año, de quien funge como ponente en este caso, donde se dijo lo siguiente:

“4.5 La Sala considera que en el caso sub examen resulta aplicable lo expuesto por la recurrente en el sentido de invocar la aplicación del precedente contenido en la sentencia CSJ SP del 26 de 2008 (Acta 173), en el conocido caso de la ex parlamentaria Yidis Medina. Se debe aclarar que en esa oportunidad la Sala Penal de la CSJ consideró que era viable que antes de  la ejecutoria del fallo se reconociera la prisión domiciliaria, como mecanismo sustitutivo de la internación peniteciaria, cuando se invocaba la condición de madre cabeza de familia, con base en los artículos 314 y 361 del CPP, en los eventos en que no se reunían los requisitos previstos en el artículo 38 del CP y en la ley 750 de 2002. 

“4.5.1 Se debe aclarar que la misma Corporación consideró que podía asumir ese tipo de decisiones en los casos que eran de su competencia funcional en primera instancia, pero que ese criterio jurídico no se hacía extensivo a los fallos dictados en primera o segunda instancia por los jueces o los tribunales, quienes podían conceder directamente el beneficio en mención. Por lo tanto, de acuerdo a ese precedente el reconocimiento de la prisión domiciliaria dejó de ser de competencia exclusiva de los jueces de EMPS y por ende no quedó condicionado a la ejecutoria del fallo de primer grado”. (…)
El delegado del Ministerio Público censuró que en la sentencia se hubiera ordenado la entrega definitiva al señor Yefferson Javier Tobar Moncayo del vehículo de placas JLB-041, o a la persona que este autorizara, o en su defecto al poseedor o tenedor legítimo debidamente acreditado de ese automotor. (…)
Con base en esta decisión del A quo, hay que manifestar en aplicación del principio de limitación de la segunda instancia, esta Sala no puede revocar la decisión de entrega el vehículo, que ordenó el juez de primer grado, ya que el Procurador Delegado no solicitó que se dejara sin efecto ese acápite de la sentencia, en la medida en que su recurso se centró en pedir que se iniciaran los trámites de extinción de dominio de ese bien, conforme a las previsiones de la Ley 1708 de 2014. (…)

… debe indicarse que la decisión del A quo no impide que se inicie el trámite de extinción de dominio sobre el citado automotor que anunció la delegada de la FGN en su recurso, por tratarse de una acción autónoma e independiente del proceso penal, como lo dispone el artículo 18 de la citada Ley 1708 de 2014.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 340 del tres (3) de abril de dos mil diecinueve (2019)

Pereira, cinco (5) de abril de dos mil diecinueve (2019)
Hora: 9:17 a.m. 
	Radicación
	66001 60 00 035 2014 03155 01

	Procesados
	RCR

	Delito
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, Risaralda

	Asunto 
	Resolver la apelación contra de la sentencia del 18 de octubre de 2016


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por el representante del Ministerio Público en contra de la sentencia del 18 de octubre de 2016 proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, Risaralda, en la que se condenó a RCR a la pena principal de 130 meses de prisión y multa por 1.458 SMLMV, al hallarlo responsable del delito de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en concurso homogéneo. En el mismo fallo el a quo : i) no se pronunció respecto de la inhabilidad derivada del artículo 122 de la Constitución Política modificado por el artículo 4º del Acto Legislativo 01 de 2009; ii) negó el beneficio sustitutivo de la prisión domiciliaria del artículo 38B del CP pero difirió el efecto de la sanción intramural hasta tanto el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad se pronunciara de fondo sobre ese beneficio; y iii) ordenó la entrega definitiva a su propietario del vehículo tipo camión de estacas, marca Chevrolet de placas JLB-041, el cual había sido inmovilizado en razón de la investigación penal. 
2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico que obra en el escrito de acusación
 es el siguiente: 

“El 04 de septiembre de 2015, la patrulla UNCO 10.2 de la Policía Nacional, realizaba actividades de control, en la vía “Andalucía – Cerritos”, área de prevención y seguridad, lugar donde se realizó un registro a un vehículo camión, identificado con placa JLB-041 que cubría la ruta CALI-PEREIRA, en el que se transportaba una carga de papas en bultos, siendo hallado en el centro de la carga, TREINTA Y DOS (32) estopas (28 estopas con forma cuadrada y 04 estopas con forma cilíndrica) contentivas de sustancia vegetal seca – color verde, con características similares a estupefaciente. El vehículo era conducido por el señor RCR, quien fue detenido.
Sometida la sustancia y experticia, se consignó en informe de laboratorio que arrojó positivo para CANNABIS con un peso neto total de 2.015.800 grs; y positivo para COCAÍNA en un peso neto total de 201 grs. (…)”

2.2 Las audiencias preliminares se adelantaron ante el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Marsella, Risaralda, en ejercicio de control de garantías 5 de septiembre de 2015 (folios 6 y 7). Se legalizó la captura de RCR y declaró legal la incautación del vehículo automotor antes citado. Se formuló imputación al citado RCR por el delito de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (art. 376 C.P.), bajo la inflexión verbal “transportar”. El investigado guardó silencio y se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en el lugar de residencia.
2.3 La audiencia de formulación de acusación se surtió el 28 de enero de 2016 (folio 14). El procesado fue acusado por el punible descrito en el artículo 376 inciso 1º del CP con la circunstancia específica de agravación dispuesta en el numeral 3º del artículo 384 del CP. Al presentarse un preacuerdo, la audiencia de verificación del mismo y de individualización de pena se llevó a cabo el 24 de agosto de 2016 (folio 43), donde se pactó que se eliminaría la circunstancia de agravación antedicha como único beneficio y que la pena a imponer será la de 128 meses de prisión con un incremento de 2 meses por el concurso homogéneo, para una pena definitiva de 130 meses de prisión. La sentencia se dictó el 18 de octubre de 2016 (folios 82 a 85). 
El representante del Ministerio Público interpuso recurso de apelación en contra del fallo de instancia en lo relativo a la omisión de pronunciamiento sobre la inhabilidad contenida en el inciso cuarto del artículo 122 de la Constitución Política, la concesión transitoria de la prisión domiciliaria y la orden de entrega definitiva del vehículo automotor de placas JLB-041.
3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO 

Se trata de RCR, identificado con la cédula de ciudadanía No.94.461.281 expedida en Caicedonia – Valle, nacido el 14 de diciembre de 1975 en el mismo municipio.
4. FUNDAMENTOS DEL FALLO

4.1 En atención al principio de limitación de la segunda instancia “tantum devolutum quantum apellatum”, se citan solamente las partes específicas de la sentencia que fueron objeto de impugnación, para lo cual se aclara que el primer reparo del censor tiene relación con lo que consideró una omisión del a quo al no hacer pronunciamiento acerca de la inhabilidad de que trata el artículo 122 de la Constitución Nacional con ocasión de las personas condenadas por delitos como el aquí investigado, en tanto que los restantes motivos de disenso tienen que ver con los mecanismos sustitutivos de ejecución de la pena y la devolución de bienes incautados, así:

“7. MECANISMOS SUSTITUTIVOS DE LA PENA

En cuanto a la concesión de los beneficios que consagran los artículos 38B (prisión domiciliaria) y 63 (suspensión condicional de la ejecución de la pena) del Código Penal, adicionado el primero y modificado el segundo por los artículos 23 y 29 respectivamente de la Ley 1709 de 2014, lo cierto es que en el caso de marras no se colma el presupuesto objetivo que reclaman tales normas para su otorgamiento, porque en el primer evento sólo es viable la concesión de esa sustitución cuando la pena mínima prevista en la ley para el delito objeto de la condena sea de 8 años de prisión o menos, aspecto este que no se acredita para el delito por el que será declarado responsable penalmente el acusado, y en el segundo caso, la pena a imponer no debe superar los 4 años de prisión, criterio éste que tampoco se satisface conforme a la pena que le será impuesta al sentenciado, por lo que no hay lugar a considerar el reconocimiento de dichos beneficios en el presente asunto, por tal razón, el señor RCR deberá cumplir la pena impuesta en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario que designe el INPEC para tal efecto.

No obstante lo anterior, y ante la solicitud de la defensa de diferir la decisión de la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad a quien corresponda la vigilancia de la pena impuesta, una vez quede en firme esta sentencia, puesto que resulta ser el competente para ello conforme lo previene el artículo 461 del C.P.P., este despacho acoge estos argumentos, ya que según lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en sentencia del 23 de agosto de 2007, radicación 27337 M.P. Sigifredo Espinosa Salazar, cuya posición ha sido avalada por el Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Penal, en sentencia del 29 de enero de 2009, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, esta decisión es del resorte exclusivo de dicho funcionario, sin embargo, se indicó en tales providencias que el juez de conocimiento, mientras el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad se pronuncia, debe resolver lo relativo a la detención preventiva en el lugar de residencia; por lo anterior y toda vez que de los elementos materiales probatorios puestos a consideración por la defensa en el escenario de la audiencia de individualización de pena, se puede inferir, tal como lo hizo en su momento el juez de control de garantías, que el señor RCR es padre cabeza de familia a la luz de los presupuestos de la Ley 750 de 2002, a fin de preservar los derechos fundamentales de esos menores afectados con la privación de la libertad de su padre, quien entre otras cosas precisamente se encuentra laborando desde su residencia a fin de poder cumplir con las obligaciones alimentarias de sus hijos, se dejará vigente la medida de aseguramiento privativa de la libertad en su lugar de residencia en el municipio de Sevilla, Valle del Cauca, hasta tanto el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad se pronuncie de manera definitiva sobre el reconocimiento o no de la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia.
8. COMISO - DEVOLUCIÓN DE BIENES

Frente al camión tipo estacas, marca CHEVROLET, de placas JLB-041, color azul bruma, modelo 1987, el cual fue incautado al señor RCR el día en que fue capturado transportando sustancia estupefaciente en el mismo, y sobre el cual el ente acusador solicitó se definiera su situación, indicando que el mismo ya había sido entregado de manera provisional a su propietario, el despacho, toda vez que la Fiscalía no ha adelantado el proceso administrativo de extinción de dominio conforme los presupuestos de la Ley 1708 del 20 de enero de 2014, ordenará su entrega definitiva al propietario inscrito, señor YEFERSON JAVIER TOBAR MONCAYO, identificado con la C.C. 1.113.303.121 expedida en Sevilla, Valle del Cauca, o a la persona que este autorice, o en su defecto al poseedor o tenedor legítimo debidamente acreditado. Las diligencias que dicha entrega implique serán realizadas por la Fiscalía 2- Especializada de Pereira”.
4.2 Por lo tanto en el ordinal cuarto del fallo recurrido se dispuso negar al penado el beneficio sustitutivo de la prisión domiciliaria del artículo 38B del CP y la suspensión condicional de la ejecución de la pena del artículo 63 del CP. No obstante se difirió el cumplimiento de la sanción intramural hasta tanto el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, a quien correspondiera la vigilancia de la pena, se pronunciara de fondo sobre la solicitud de sustitución de prisión domiciliaria. A la vez que en el ordinal quinto del fallo apelado se ordenó la entrega definitiva del vehículo camión tipo estacas, marca Chevrolet, de placas JLB-041, color azul bruma, modelo 1987, a su propietario inscrito, señor Yeferson Javier Tobar Moncayo, identificado con la C.C. 1.113.303.121 expedida en Sevilla – Valle del Cauca, o a la persona que este autorice, o en su defecto al poseedor o tenedor legítimo debidamente acreditado. 
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO
5.1 REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PUBLICO (recurrente)

· En lo que se refiere del contenido del artículo 122 de la CP, expuso que el artículo 4º del Acto Legislativo 01 de 2009 incluyó como causal de inhabilidad permanente para ser inscritos como candidatos a cargos de elección popular, elegidos o designados como servidores públicos o celebrar contratos con el Estado, a quienes hayan sido condenados por delitos relacionados con narcotráfico, entre otros, como es el caso del penado. Lo anterior fue objeto de pronunciamiento del 27/07/2012 radicado No. 2012- 0131 de la SP del TS de Pereira, y de conformidad con lo expuesto en providencia SP CSJ con radicado No.41760 de 2016, sobre la diferencia entre narcotráfico y consumo, se concluye que la conducta por la que fue condenado el señor RCR guarda relación con la primera definición, ya que transportaba más de dos toneladas de marihuana.
· En cuanto a la concesión transitoria de la prisión domiciliaria al señor RCR hasta tanto existiera el pronunciamiento del juez de EPMS, señaló que en CSJ SP de 2008, radicado al No. 30613, se dijo que los jueces de conocimiento carecían de competencia para hacer este tipo de pronunciamientos. No obstante, esta Sala, ha dejado personas en prisión domiciliaria, mientras se pronuncia el juez de EPMS. Sin embargo, en casos en los cuales resulta ostensible que la presencia de la persona en su residencia genera riesgo para menores de edad, el juez de conocimiento debe pronunciarse en la sentencia sobre el beneficio, como se manifestó en la providencia con radicado 35943 de 2011 de la SP de la CSJ, donde se dijo que ese juez era competente para dirimir lo relativo a la prisión domiciliaria, cuando se invocaba la calidad de padre o madre cabeza de familia del procesado, pero que este beneficio se debía revisar cuidadosamente en conductas de narcotráfico, lo cual igualmente se dijo en CSJ SP 34568 de 2011, por lo cual se debía negar de una vez ese cambio en el lugar de internación para proteger a los menores de edad, lo cual resultaba aplicable al caso sub examen, dada la gran cantidad de sustancia sicoactiva que le fue decomisada al incriminado, lo que resultaba conforme con la línea de pensamiento de esta colegiatura.

· Por último, en relación con la orden de entrega definitiva del vehículo incautado porque era conducido por el señor RCR al ser capturado transportando en el mismo sustancia estupefaciente, consideró que se debió dar aplicación al artículo 88 del CPP para que se pueda promover la extinción de dominio, pues esta norma dispone que se puede ordenar la devolución de un bien cuando no es requerido dentro de ese tipo de trámites, que se afectan en el presente caso con lo decidido por el juez de primera instancia, por lo cual se debían compulsar copias ante la FGN para que adelantara esa acción, donde los terceros interesados podrían hacer valer sus derechos.

· En consecuencia solicitó la modificación de la sentencia para que se adicionara así: i) el señor RCR debía quedar inhabilitado de por vida para el ejercicio de cargos públicos y contratar con el Estado; ii) se negara de manera directa la prisión domiciliaria que le fue concedida; iii) se ordenara compulsar copias con destino a la Fiscalía Especializada en extinción de dominio, de conformidad con lo dispuesto en la ley 1708 de 2014 
5.2 DELEGADA FGN (No Recurrente)
· Frente del primer reparo al fallo recurrido adujo que se trata de una norma es de rango constitucional de carácter vinculante dirigida a las entidades para efectos de actos administrativos de nombramiento o contratación con la persona, por lo que al verificar sus antecedentes se conocerá que no puede vincularse o contratar con el Estado. En cuanto a las penas imprescriptibles, consideró que eran contrarias a las normas que regulan los derechos humanos.

· En relación con la prisión domiciliaria consideró que en este caso se sustentó, en el hecho de que el juez de EMPS debía ser el que definiera su concesión, teniendo en cuenta que se debían allegar visitas sociofamiliares para conocer la situación del procesado y de sus hijos, quienes tenían intereses prevalentes y en consecuencia la decisión transitoria tomada por el A quo, en nada afectaba el proceso. 

· Y lo relacionado con la entrega definitiva del vehículo que conducía el procesado, estimó que esa decisión no excluía que se adelantara la acción autónoma e independiente de extinción de dominio para efectos de determinar si ese bien fue usado para cometer acciones delictivas y si existió una actitud dolosa o fraudulenta por parte de su propietario. De manera que la FGN iniciará la acción para efectos de respetar los derechos de terceros de buena fe y evitar que se utilicen los bienes en forma contraria a los intereses del Estado. 

· Por lo tanto solicitó confirmar la decisión recurrida en todas sus partes. 

5.3 DEFENSORA DEL PROCESADO (No Recurrente)

· Consideró que si bien por norma constitucional hay una inhabilidad definida en el artículo 122 superior, la misma contraviene principios y normas de derechos humanos porque en Colombia no hay penas imprescriptibles. 

· En lo que atañe a la concesión de la prisión domiciliaria al incriminado, se reconoce que la competencia final sobre la materia es de los jueces de EPMS, pero que el juez de conocimiento sí puede diferir esa decisión penal a lo que decida ese funcionario.

· Se argumenta que la condena por un delito de tráfico de estupefacientes conlleva un riesgo para los menores, pero el solo hecho de haber aceptado cargos por esa conducta no le quita al señor RCR su investidura de padre cabeza de familia ni equivale a decir que sus hijos se encuentran están en riesgo por su comportamiento, fuera de que la condición de padre cabeza de familia no solo se pregona de los menores de edad, sino también frente a adultos mayores como ocurre en este caso.
· Respecto de la entrega del vehículo donde se llevaba la droga, se trataba de una decisión provisional y mal se haría con aportar una decisión contraria porque el propietario de ese bien no tenía representación judicial, ni fue citado a la audiencia en la que se decidiría sobre sus derechos que podrían verse vulnerados y en consecuencia, quedaba por agotarse el trámite en el cual podría intervenir en defensa de sus intereses. Pidió confirmar la sentencia apelada. 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Competencia:

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.
6.2 Problemas jurídicos a resolver:

6.2.1 En atención a los términos del recurso propuesto se debe decidir lo concerniente al grado de acierto de la decisión de primera instancia en la cual se condenó al señor RCR como autor de la conducta de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, frente a los tres problemas jurídicos propuestos por el recurrente así: i) deberá determinarse si en el caso objeto de análisis era necesario emitir pronunciamiento respecto de la inhabilidad general prevista en inciso 5º del artículo 122 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2009 artículo 4º; ii) si el a quo debía hacer un pronunciamiento de fondo en relación con el sustituto de la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia otorgado al procesado, o si se trataba de un asunto que competía exclusivamente al juez de EPMS; y iii) decidir si la decisión del juez de primer grado de ordenar la entrega definitiva del vehículo automotor de placas JLB-041, afecta el trámite de extinción de dominio y por lo tanto debía correrse traslado de copias a la FGN para que se iniciara el proceso correspondiente reglado en la Ley 1708 de 2014.
6.3 En primer término hay que manifestar que en este caso la defensa declinó cualquier posibilidad de controvertir la responsabilidad del señor RCR frente al delito investigado, lo que conlleva la aceptación del supuesto fáctico de la sentencia, esto es que el 4 de septiembre de 2015 en el vehículo de placas JLB-041 conducido por el acusado se transportaba sustancia estupefaciente marihuana y cocaína, por lo cual se presentaron cargos al señor RCR como responsable de la violación del artículo 376 inciso 1º del C.P., quien se mostró conforme con el preacuerdo formalizado con la delegada de la FGN. 
En tal virtud y en aplicación del principio de limitación de la segunda instancia, la Sala sólo se ocupará de examinar el grado de acierto de la decisión del juez de primer grado respecto de los problemas jurídicos antes enunciados. 
6.4. Primer problema jurídico (sobre la inhabilidad de que trata el inciso 5º del artículo 122 de la Constitución Política). 

6.4.1 En primer lugar es menester manifestar que la norma en cita, modificada por el artículo 4º del Acto Legislativo 01 de 2009, prevé: 
“No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento y para proveer los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente.

Ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de cumplir y defender la Constitución y desempeñar los deberes que le incumben.

Antes de tomar posesión del cargo, al retirarse del mismo o cuando autoridad competente se lo solicite deberá declarar, bajo juramento, el monto de sus bienes y rentas.

Dicha declaración sólo podrá ser utilizada para los fines y propósitos de la aplicación de las normas del servidor público.

Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados como servidores públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta persona, contratos con el Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que afecten el patrimonio del Estado o quienes hayan sido condenados por delitos relacionados con la pertenencia, promoción o financiación de grupos armados ilegales, delitos de lesa humanidad o por narcotráfico en Colombia o en el exterior”. (Subrayado fuera de texto)

6.4.2 Frente a la inhabilitación para el ejercicio de cargos y funciones públicas, la Corte Constitucional en la sentencia C-652 de 2003 expuso lo siguiente: 

“Como la premisa sobre la cual descansa este debate es que la inhabilidad del artículo 122 de la Carta Fundamental es intemporal o intemporal, valga la pena recordar la posición de la Corporación a este respecto.

De conformidad con el artículo 209 de la Constitución Política, la función administrativa se encuentra diseñada para satisfacer los intereses generales de la comunidad, función que desarrolla con fundamento, entre otros, en los principios de moralidad e imparcialidad.

En concordancia con dicha disposición, el artículo 123 de la Carta advierte que los servidores públicos se encuentran al servicio del Estado y de la comunidad y ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento.

Para lograr dichos objetivos, el Estado diseña políticas diversas en todos los campos, pero especialmente establece regímenes de inhabilidades e incompatibilidades que garantizan la idoneidad y probidad de los individuos que asumen el desempeño de funciones públicas.

Al respecto la Corte ha dicho que “…con las inhabilidades se persigue que quienes aspiran a acceder a la función pública, para realizar actividades vinculadas a los intereses públicos o sociales de la comunidad, posean ciertas cualidades o condiciones que aseguren la gestión de dichos intereses con arreglo a los criterios de igualdad, eficiencia, moralidad e imparcialidad que informan el buen servicio y antepongan los intereses personales a los generales de la comunidad.”[4]

Las inhabilidades del régimen jurídico pueden tener fuente diversa y pretender objetivos distintos. De hecho, la jurisprudencia ha reconocido que las inhabilidades presentan dos tipologías que dependen de su procedencia jurídica y de la finalidad que persiguen.

Un primer grupo tiene origen sancionatorio. Cometida la conducta que la ley considera reprochable, el Estado impone la sanción correspondiente y adiciona una más –la inhabilidad- que le impide al individuo sancionado ejercer una determinada actividad.

La segunda tipología no tiene origen sancionatorio y corresponde, simplemente, a una prohibición de tipo legal que le impide a determinados individuos ejercer actividades específicas, por la oposición que pueda presentarse entre sus intereses y los comprometidos en el ejercicio de dichas actividades.”

6.4.3 Ahora bien, sobre lo atinente a la imposición o no de la inhabilitación perpetua a la que se refiere el artículo 122 C.N, esta Colegiatura ha sido reiterativa en señalar que la inhabilitación aludida es intemporal cuando el acusado ha incurrido en la conducta de tráfico de estupefacientes que conlleve un ánimo de lucro. Sin embargo, esa sanción ha sido morigerada en el sentido de que sólo es procedente en aquellos eventos en los que las personas condenadas por ese tipo de conductas, no puedan contratar con el Estado, inscribirse como candidato para aspirar a cargos de elección popular, o fungir como servidor público, situación que no se predica frente al ejercicio del derecho al sufragio o el ejercicio de cualquier otro derecho público inherente a la condición de ciudadano, casos en los cuales la sanción de inhabilitación será por el mismo término de duración de la pena principal.

Al respecto, en sentencia del 13 de marzo de 2017, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque, la Sala expuso lo siguiente: 

“Con antelación a ingresar en el estudio del asunto y como quiera que uno de los abogados no recurrentes indicó que el Procurador se extralimitó en sus funciones al no ser competente para presentar esa clase de apelaciones, basta decir, contrario a la postura del togado, que dicho interviniente sí está facultado por la Constitucional y la Ley -arts. 109 y 111 C.P.P.-, en defensa del orden jurídico y como representante de la sociedad, no solo a intervenir en desarrollo de la actuación judicial, sino por demás a mostrar su inconformidad por intermedio de los recursos que contempla el ordenamiento procedimental penal, frente a decisiones que en su sentir requieren el examen en segundo grado, como acá tuvo ocurrencia. 

(…)
Ahora bien, frente a lo que es materia de disenso, se dirá que el texto original del artículo 122 C.N. era del siguiente tenor: “<INCISO 5o.> Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, el servidor público que sea condenado por delitos contra el patrimonio del Estado, quedará inhabilitado para el desempeño de funciones públicas”. Hoy por hoy, a partir de la reforma introducida por el artículo 4º del Acto Legislativo 1 de 2009, el texto reza: “Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados como servidores públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta persona, contratos con el Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que afecten el patrimonio del Estado o quienes hayan sido condenados por delitos relacionados con la pertenencia, promoción o financiación de grupos armados ilegales, delitos de lesa humanidad o por narcotráfico en Colombia o en el exterior”. 

De conformidad con los planteamientos del Procurador Judicial inconforme, tal precepto debe ser aplicado en el caso que se juzga como quiera que la conducta atribuida hace relación con la distribución o venta de sustancias tóxicas que es lo que en esencia entraña la acción delictiva de narcotráfico porque supera el simple comportamiento de la posesión o tenencia para saciar la propia adicción. Para ello -sostiene- debe tomarse como referente lo que se entiende por narcotráfico en la Convención de las Naciones Unidas. 

Frente a tal petición, solamente se opuso uno de los togados, quien se limitó a indicar que no puede el Delegado del Ministerio Público pedir que se llegue al extremo de imponer penas que no contempla la Constitucional Nacional, respecto de lo cual debe sostener el Tribunal desde ya que dicha postura defensiva se observa como inatendible, en cuanto la norma constitucional sí contempla una sanción accesoria de la naturaleza planteada por el recurrente. 

En efecto, el dispositivo 122 Superior habla de narcotráfico, y ello debe entenderse a la luz de los Convenios Internacionales y la jurisprudencia nacional, en el sentido que involucra la distribución de drogas con ánimo de lucro y no se refiere a la simple posesión o tenencia para el consumo propio, como quiera que la pretensión debe ir dirigida a castigar más severamente a quienes afectan con su accionar a terceros y no a quienes están inmersos en esa cadena en virtud de su personal adicción. Y en este caso en concreto, lo que se desprende de lo dicho por el agente del Ministerio Público y lo corrobora la Sala, es que las conductas atribuidas a los procesados implican un fin de distribución y un ánimo de lucro que da lugar a una conducta requirente de un mayor reproche social.

Ello, independiente de la cantidad de estupefaciente involucrado, porque ya se sabe que por mínima que sea la sustancia distribuida, vendida, expendida o suministrada, es susceptible de sanción penal acorde con la línea jurisprudencial en la materia, y de los convenios internacionales que orientan el tratamiento de los Estados miembros frente al tráfico de drogas.

Al respecto son bien dicientes los nuevos pronunciamientos de la H. Corte Suprema de Justicia –nos referimos a las sentencias de casación penal de noviembre 12 de 2014, radicado 42617, y de marzo 09 de 2016, radicado 41760-, como quiera que la Alta Corporación dio un giro conceptual con miras a sostener que la FINALIDAD de la conducta es relevante, y para ello se debía hacer un análisis probatorio en cada caso concreto.   

Textualmente el radicado 41760 se dejó consignado lo siguiente: 

“Entonces, la atipicidad de la conducta para los consumidores o adictos dependerá de la finalidad cierta (no supuesta o fingida) de su consumo personal, lo que puede desvirtuarse en cada caso según las circunstancias modales, temporales o espaciales, como cuando la cantidad supera exageradamente la requerida por el consumidor, adicto o enfermo […]”

Como se recordará, anteriormente se sostenía con fundamento en los precedentes jurisprudenciales del momento , que lo de ser o no consumidor de estupefacientes era algo que únicamente interesaba para aquellos casos en que se estaba ante la incautación de una cantidad que no superaba la dosis personal o de aprovisionamiento; es decir, contrario sensu, que cuando esa cantidad era superior a la dosis permitida, se presumía de pleno derecho que con tal comportamiento se vulneraba de manera eficaz y efectiva el interés jurídicamente protegido . Empero, la Alta Corporación  varió sustancialmente esa posición en el sentido de entender que la presunción de antijuridicidad en los portes de sustancias que excedían el límite de lo permitido como delito de peligro abstracto, es legal -iuris tantum- y no de derecho -iuris et de iure-, a consecuencia de lo cual debe admitirse prueba en contrario; y, por tanto, la cantidad de estupefaciente incautado no sería el único elemento para definir ese aspecto, sino uno más de los que los falladores deben valorar para efectos de determinar lo pertinente.
Mírese cómo en algunos apartes relevantes del radicado 42617, el órgano de cierre hizo las siguientes precisiones:

[…] la droga que llevaba consigo el procesado era para su propio consumo, lo cual se infirió a partir de otros hechos probados como fueron: la condición personal de consumidor habitual (adicto), el lugar en donde fue capturado es reconocido por esa actividad (no como punto de expendio o venta), la práctica efectiva de consumo en la que fue sorprendido por la autoridad policiva, la cantidad de droga no fue significativa atendiendo su condición de farmacodependiente (no superó en 2 veces la dosis permitida) y la presentación de la droga en una porción individualizada (no fraccionada o dividida). 

Así las cosas, la conducta típica realizada por […] al portar marihuana en cantidad superior a la prefijada por el legislador como dosis personal, no tuvo la potencialidad de generar riesgo de lesión ni a la salud ni a la seguridad públicas ni mucho menos al orden económico y social, por cuanto la conducta indudablemente perseguía satisfacer su propia necesidad de consumo y no finalidades de tráfico”. 

Comprende el Tribunal por tanto, que el juez debe desentrañar en cada caso concreto del caudal probatorio tanto directo como indiciario, cuál es esa finalidad que animaba a la persona implicada al momento de la comisión del punible, para determinar si ejecutaba la acción con el fin de saciar su propia adicción, o lo hacía con el ánimo de distribución, venta, expendio, o suministro, que afecta de manera grave al colectivo.

Para el asunto en ciernes no cabe duda que la finalidad para la cual conservaban sustancia sicoactiva los aquí procesados, no era para saciar su propia adicción, no solo porque no se aportó prueba cierta en ese sentido, sino porque la actividad investiga previa que dio lugar a la aprehensión de todos ellos, conlleva a predicar, sin lugar a dudas, que los mismos hacían parte de una organización delictiva que se dedicaba de manera habitual y permanente a la distribución y comercialización de estupefacientes en el sector conocido como “Corocito” de esta capital, habiéndose establecido que la labor de éstos era la del expendio y custodia de la sustancia estupefaciente, como así se concretaron los cargos desde la formulación de imputación y se dejó plasmado en el fallo de condena, lo que, lleva a concluir que efectivamente a los señores JUAN CARLOS MARTÍNEZ GALLEGO, SEBASTIÁN SALAZAR ARREDONDO, FÉLIX ANTONIO LOAIZA SOTO, JHON EDUAR MUÑOZ CORREA y JOSÉ WILMAN RAMÍREZ PINEDA  los impulsaba el ánimo de lucro propio del narcotráfico.

Así las cosas, la Sala acogerá los planteamientos esbozados por el delegado del Ministerio Público, y en consecuencia modificará parcialmente el fallo confutado, en el sentido de imponer la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derecho y funciones públicas a los sentenciados, pero modulada en los siguientes términos:

El inciso 5º del artículo 122 C.N. modificado por el artículo 4º del Acto Legislativo 01 de 2009 consignó como pena la inhabilidad perpetua para aspirar a cargos de elección popular, desempeñarse como servidor público, y contratar con el Estado; es decir, que una de las hipótesis de la inhabilidad está relacionada con la pérdida del derecho a ser elegido, pero en ningún momento se hace referencia a la pérdida del derecho al voto o de los derechos inherentes al ejercicio al sufragio. En consecuencia, la sanción intemporal o perenne que le correspondería purgar a los procesados solo será procedente para las hipótesis de contratación con el Estado, inscripción como candidato para aspirar a cargos de elección popular, y fungir como servidor público, porque en lo que respecta con el ejercicio del derecho al sufragio o el ejercicio de cualquier otro derecho público inherente a la condición de ciudadano, la sanción de inhabilitación será por el mismo término de duración de la pena principal”. 

6.4.4 El precedente en cita, es aplicable al presente asunto que concita la atención de esta Corporación, de conformidad con lo plasmado en el escrito de acusación y lo acontecido en la audiencia del 24 de agosto de 2016 (folio 43) en la que el señor RCR de manera libre, consciente y voluntaria se allanó al delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en la modalidad de “transportar”, de lo cual se puede inferir que efectivamente el acusado hacía parte de una estructura criminal dedicada al tráfico y a la comercialización de sustancias ilícitas, actividad ilegales de la cual obtenía un provecho económico y lucro, lo que difiere del porte de la sustancia para su propio consumo. 

6.4.5 En consecuencia, en lo que tiene que ver con este acápite del recurso propuesto la Sala adicionará la decisión de primera instancia para imponer la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derecho y funciones públicas a perpetuidad al señor RCR, lo que afecta intemporalmente su derecho a aspirar a cargos de elección popular, a desempeñarse como servidor público, y contratar con el Estado, situación que no se pregona frente al ejercicio del derecho al sufragio o el ejercicio de cualquier otro derecho público inherente a la condición de ciudadano, motivo por el cual  dicha inhabilitación particular se aplicará por el mismo término de duración de la pena principal, debiendo recordarse que en CSJ SP del 5 de septiembre de 2018, radicado 51.389 se reiteró que como esa pena era de índole constitucional, la misma se debía aplicar así no se hubiera dispuesto de manera expresa en el fallo.

6.5 Segundo problema jurídico: (sobre la decisión del juez de conocimiento acerca de la sustitución de la ejecución de la pena de prisión intramural a domiciliaria, como decisión transitoria, conforme el artículo 461 del CPP).

6.5.1 Sobre este asunto, el juez de primer grado consideró con apoyo en precedentes de la SP de la CSJ y una decisión de esta corporación, que era competente para pronunciarse sobre esa forma de ejecución de la pena y que con base en las evidencias presentadas por la defensa en la audiencia de IPS, se podía inferir, tal como lo hizo en su oportunidad el juez con función de control de garantías, que el señor RCR podía ser considerado como padre cabeza de familia, de acuerdo a lo dispuesto en la ley 750 de 2002 para permitir que continuara laborando en su residencia para sostener a sus hijos, mientras se adoptaba la decisión correspondiente por parte del juez de EPMS.

6.5.2 Inicialmente hay que manifestar que en atención a la fecha de ocurrencia de los hechos, no era posible concederle al procesado la prisión domiciliaria por la vía prevista en el artículo 38 del CP, ya que el artículo 68 A del CP modificado por la ley 1709 de 2014, excluye de este beneficio: “los delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes y otras infracciones.”.

En consecuencia se entiende que la decisión de primera instancia se adoptó con base en los artículos 314-5 y 461 de la ley 906 de 2000 y con base en la documentación presentada por su defensora en la audiencia de IPS
.

6.5.3 Para dar respuesta al recurrente, se considera que en este caso resulta aplicable el precedente CSJ SP del 26 de junio de 2008, radicado 22453, el cual fue citado por esta Corporación en pronunciamiento del 21 de abril de 2015 acta No. 103 del día 17 del mismo mes y año, de quien funge como ponente en este caso, donde se dijo lo siguiente:

“4.5 La Sala considera que en el caso sub examen resulta aplicable lo expuesto por la recurrente en el sentido de invocar la aplicación del precedente contenido en la sentencia CSJ SP del 26 de 2008 (Acta 173), en el conocido caso de la ex parlamentaria Yidis Medina. Se debe aclarar que en esa oportunidad la Sala Penal de la CSJ consideró que era viable que antes de la ejecutoria del fallo se reconociera la prisión domiciliaria, como mecanismo sustitutivo de la internación peniteciaria, cuando se invocaba la condición de madre cabeza de familia, con base en los artículos 314 y 361 del CPP, en los eventos en que no se reunían los requisitos previstos en el artículo 38 del CP y en la ley 750 de 2002.

4.5.1 Se debe aclarar que la misma Corporación consideró que podía asumir ese tipo de decisiones en los casos que eran de su competencia funcional en primera instancia, pero que ese criterio jurídico no se hacía extensivo a los fallos dictados en primera o segunda instancia por los jueces o los tribunales, quienes podían conceder directamente el beneficio en mención. Por lo tanto, de acuerdo a ese precedente el reconocimiento de la prisión domiciliaria dejó de ser de competencia exclusiva de los jueces de EMPS y por ende no quedó condicionado a la ejecutoria del fallo de primer grado.

4.6 A partir del citado pronunciamiento de la SP de la CSJ, se puede considerar que la juez de primer grado debió atender a la solicitud que formuló la defensora de la procesada en la audiencia de individualización de pena y sentencia, lo cual la obligaba a pronunciarse sobre la prisión domiciliaria solicitada, en vez de deferir esa decisión al juez de EPMS, una vez cobrara ejecutoria el fallo. 
4.6.1 Sobre ese tema se pronunció la SP de la CSJ en sentencia del 16 de mayo de 2007, radicado 26716, en la cual se expuso lo siguiente al referirse al objeto de la audiencia prevista en el artículo 447 del CPP: 

Los aspectos personales, familiares y sociales a los que se puedan referir el Fiscal y el defensor en tal audiencia, servirán de referentes para la fijación en concreto de la sanción -entendido que ya anteriormente, gracias a lo decidido en el anuncio del sentido del fallo, la verificación del allanamiento o la aprobación del acuerdo, se establecieron los criterios objetivos necesarios para determinar los límites punitivos y el específico cuarto que a este corresponde- o para determinar formas de cumplimiento de la misma o bien para la cuantificación individualizada de la pena pecuniaria, respecto de la cual se deben estimar factores concernientes a la situación económica, ingresos y cargas familiares del condenado (artículo 30 de la Ley 599 de 2000), o para la imposición de penas accesorias, y principalmente, para la eventual concesión de mecanismos sustitutivos o alternativos de la pena privativa de la libertad. (Subrayado fuera del texto original).

(…) 

“En efecto, entre la acusación y la sentencia, entre ésta y los cargos aceptados, luego de aceptado el acuerdo, deviene la audiencia para la individualización de la pena en los términos del artículo 61 del código penal, de modo que ese esquema debe respetarse por el recurrente a la hora de postular los cargos.

“Así, cuando el artículo 447 de la ley 906 de 2004, señala que “si se aceptare el acuerdo celebrado con la fiscalía”, el juez le concederá la palabra para que se refieran a las condiciones individuales, familiares, sociales, modo de vivir y antecedentes de todo orden”, se refiere a circunstancias que le permitan al juez graduar la pena en los términos del artículo 61 del código penal y no a aquellas que modifican los extremos punitivos del tipo penal o que circunstancian el hecho tornándolo en uno diferente, en perjuicio del mismo acuerdo”
.

Ahora bien, en la providencia citada, que es justamente la que trae a colación la delegada del Ministerio Público, se parte de la base de que es posible desplegar una actividad probatoria en sede de la diligencia para la individualización de la pena y sentencia; sin embargo, se aclara seguidamente, dicha actividad debe versar única y exclusivamente en torno a las condiciones individuales, familiares, sociales, modo de vivir y antecedentes de todo orden del culpable. Ello, desde luego, para que la Fiscalía y la defensa sustenten las pretensiones que a continuación formularán, en lo que respecta a la probable determinación de la pena y la concesión de subrogados.

(…) 

Una interpretación exegética de la norma no puede ser de recibo, pues, considera la Sala que si en desarrollo de la diligencia de individualización de la pena y sentencia, las partes presentan alegaciones en las que aluden a aspectos que pueden influir en la dosificación punitiva o en la concesión o denegatoria de subrogados, es apenas natural y obvio que se les facilite su acreditación.”

6.5.4 Así mismo, en pronunciamiento de esta Sala de Decisión datado 5 de marzo de 2013, radicado No. 660453189001200800109, dentro del proceso adelantado contra Jeny Johana Marín por el delito de homicidio, de quien activa como ponente dentro de la presente causa, se manifestó lo siguiente en un caso similar:
“El artículo 461 de la ley 906 de 2004 dispone que la sustitución de la ejecución de la pena, es facultad del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, lo que presupone la ejecutoria de la sentencia, como factor de atribución de competencia. Sin embargo desde el famoso caso de Yidis Medina, concretamente en la sentencia del 21 de junio de 2008, la Sala Penal de la C.S.J. efectuó una interpretación extensiva de la figura de la prisión domiciliaria, sustentada en la necesidad de garantizar la menor restricción posible del derecho a la libertad, a efectos de que el fallador de primer grado pudiera reconocer ese beneficio.
 
6.3.4 Posteriormente en la sentencia con radicado  37209 del 23 de noviembre de 2011 de la Sala de C.P. de la C.S.J., se expuso que el  análisis del ingrediente subjetivo de la prisión domiciliaria, incluye lo relativo a la gravedad de los hechos materia de imputación o acusación, en el entendido de que la conducta desplegada, como manifestación de la personalidad del procesado, tiene incidencia en el pronóstico del cumplimiento de la pena y del peligro que el agente pueda representar para la sociedad.

En la misma providencia se dijo que la  mera consideración de la relevancia del bien jurídico tutelado no podía ser el  único criterio para llegar a una conclusión sobre la concurrencia del presupuesto subjetivo del sustituto penal, sino que era  necesario consultar las funciones y fines de la pena que tienen que ver con la prevención general y la retribución justa ya que el factor relativo a la gravedad del  hecho,  no conducía por si sólo a hacer un pronóstico negativo de  peligro para la sociedad o de cumplimiento de la pena.

6.3.5 En la decisión con radicado 35943 del 22 de junio de 2011, la Sala de C.P. de la C.S.J. modificó su posición  inicial relacionada con la derogatoria tácita de los incisos 2º y 3º del artículo 1 de la Ley 750 de 2002. En su nuevo precedente se precisó que la privación de la libertad en el domicilio del procesado por ser padre o madre cabeza de familia no podía ser un factor de impunidad, ante la posibilidad de afectar los fines propios del proceso penal o el cumplimiento de las funciones de la pena, por lo cual era necesario efectuar un ejercicio de ponderación entre esas situaciones y los derechos de los menores a la unidad familiar. Para el efecto se retomó lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-184 de 2003.

En la decisión antes citada, la Sala de C.P.  de la C..S.J. insistió en la necesidad de efectuar esa ponderación entre los derechos de los menores y el interés de la sociedad en ciertas instituciones propias del proceso penal, como la detención preventiva o la ejecución intramural de la pena.

6.3.6 De acuerdo a los precedentes enunciados, es necesario hacer un juicio de ponderación entre el interés público relacionado con el lugar de ejecución de la pena, que en este caso correspondería a la internación carcelaria de la procesada para garantizar la vigencia de la norma rectora sobre cumplimiento de las funciones de prevención especial y general de la pena
, y la posibilidad de restablecer la unidad familiar con la presencia de la señora Marín en su hogar, lo que redundaría en beneficio de los hijos menores de edad, decisión que se  encuentra condicionada al cumplimiento de los requisitos exigidos para acreditar su condición de madre cabeza de familia.”  
6.5.5 A su vez, sobre el tema de la concesión de la prisión domiciliaria en el fallo de primera instancia se debe tener en cuenta que en un pronunciamiento más reciente de la SP de la CSJ, radicado NO. 45905 del 3 de febrero de 2016, se expuso lo siguiente:
“Sin embargo, de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, el mencionado precepto, aplicable por razón de lo dispuesto en el artículo 461 de la Ley 906 de 2004, como un mecanismo sustitutivo de la pena de prisión, solo puede ser reconocido, una vez ejecutoriada la respectiva sentencia, por el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, puesto que: “… en el sistema de enjuiciamiento penal con tendencia acusatoria no cabe pronunciamiento alguno de los jueces de instancia sobre la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria por cuanto, a voces del artículo 461 de la Ley 906 de 2004, esta es una competencia reservada al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad. Únicamente, en la hipótesis de encontrar satisfechos los presupuestos normativos que regulan el instituto de la detención domiciliaria, al momento de proferir sentencia, habría lugar a conceder la sustitución de la medida, no así, la prisión domiciliaria”. 

Así las cosas, emerge claro que, de una parte, no procede el reconocimiento de la prisión domiciliaria regulada en el artículo 38 del Código Penal por ausencia del requisito objetivo y, de otro lado, el Tribunal no era competente para pronunciarse en la sentencia sobre la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria, de conformidad con el artículo 461 de la Ley 906 de 2004; por tanto, se revocará el numeral segundo de la parte resolutiva del fallo impugnado».”
6.5.6 Pese a lo anteriormente expuesto, al tenerse en cuenta que el precedente antes citado es posterior a los hechos por los cuales fue sentenciado el señor RCR, se considera que no es posible acudir al mismo para revocar la prisión domiciliaria que le concedió directamente el juez de conocimiento, ya que se trataría de un caso de aplicación retroactiva de una jurisprudencia desfavorable para los intereses del acusado.

6.5.7 Sobre el tema se cita CSJ SP del 8 de noviembre de 8 de noviembre de 2017, radicado 47608, donde esa corporación manifestó que por regla general los precedentes de esa Colegiatura rigen hacia el futuro, de manera semejante a la ley y en tal sentido se manifestó lo siguiente:

“Ahora bien, como en este asunto los falladores acogieron la tesis jurisprudencial vigente para ese momento, no puede afirmarse que se hubiera incurrido en yerro alguno y por tanto nada hay por corregir a pesar de la nueva postura jurisprudencial, pues siendo el precedente de obligatorio acatamiento, en la medida que debe entenderse como la ley interpretada para el caso concreto, sus efectos desfavorables solo pueden regir hacia el futuro, según se encuentra definido por el principio de favorabilidad en materia penal.

Conforme con lo anterior, no es procedente decretar la nulidad o proferir un fallo de reemplazo, sino que lo adecuado es avalar lo decidido por los falladores de instancia, así no esté vigente la tesis otrora aplicada, por las siguientes razones:                     

4.1.- En Colombia se ha consolidado una nueva visión acerca de las fuentes del derecho y, concretamente, sobre la importancia de la jurisprudencia, entendiéndola como una herramienta transversal para actualizar y precisar la voluntad del legislador dentro de un contexto social con permanentes transformaciones.

En otras palabras, aun cuando la tradición jurídica colombiana acudió al “imperio de la ley”
 como eje en la labor interpretativa de los funcionarios judiciales y caracterizó a la jurisprudencia como “criterio auxiliar”, no por ello la apartó de ser una fuente del derecho y, por consiguiente, con fuerza vinculante para la solución de casos similares.

En la tarea de precisar los alcances del precedente judicial se ha ocupado ampliamente la Corte Constitucional (p. ej. C-083, T-123/1995; C-447, SU-049/1997; C-836/2001: C-252/2001; SU-120/2003; C-539/2011), a su turno la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia también lo ha hecho (p. ej.  CSJ SP, 9 feb 2009, Rad 30571; AP, 18 feb 2009, Rad. 30775; AP, 16 ab 2009, Rad. 31115; AP 28 ab 2010, Rad. 33659; AP, 19 may 2010, Rad. 32310; SP, 6 may 2010, Rad. 33331; AP 19 sep 2011, Rad. 36973, SP, 1 feb 2012, Rad. 34853 y SP, 10 ab 2013, Rad. 39456).
Incluso, sectores doctrinarios no escatiman argumentos para describir la importancia de la jurisprudencia, de la siguiente manera:

[…] la jurisprudencia (junto con otras fuentes vivas) transforman el derecho pre-interpretado en derecho post-interpretado, lo contextualiza, les da la razón o no a los intereses y derechos en juego, en fin, vuelve concreto y actual lo que en los enunciados normativos es abstracto y meramente potencial. En todas estas circunstancias concretas el juez está vinculado por la norma legal o constitucional, cierto, pero su trabajo juris-prudencial usa y/o transforma el significado normativo, a veces de manera incremental, a veces de manera radical. Ese derecho secundario (de la jurisprudencia) se incorpora a las normas primarias (de la Constitución y la ley) con tal fuerza que su aparente auxiliaridad se desvanece y el sistema de fuentes se vuelve dialógico y horizontal y no exclusivamente monológico y vertical.

4.2.- Dada la importancia del precedente y, concretamente, equiparada la jurisprudencia al nivel de fuente del derecho, también resulta evidente que los principios que ilustran y guían la aplicación de la ley igualmente la deben seguir, por ejemplo, que la nueva posición jurisprudencial rige, como regla general, hacia el futuro sin efectos retroactivos.

O sea, que el ámbito de comprensión de la nueva tesis jurisprudencial es para casos ulteriores o por venir, lo cual, de manera general, excluye su aplicación retroactiva.

La imposibilidad de que se aplique la nueva jurisprudencia con efectos retroactivos, cuando comporta una situación o efecto nocivo o negativo para el procesado, fue acogida recientemente por esta Sala Penal a partir de la decisión contenida en CSJ SP, 27 sep 2017, Rad. 39831. En ella se concretó:

6.- La Corte debe precisar, finalmente, que como en este evento los Juzgadores de instancia, acorde con la jurisprudencia por entonces vigente, decidieron no aplicar las previsiones del artículo […] que conforme al entendimiento que ahora se reproduce […] resulta claro que en respeto por el debido proceso, dado el carácter restrictivo de esta intelección, la misma no será aplicada al caso presente.

Así mismo lo ha entendido recientemente el Consejo de Estado, por ejemplo, cuando señaló
:

4.4.- Esta Sala considera que una razonable aproximación a esa problemática desde un enfoque basado en derechos impone asumir una premisa fundamental: las buenas razones que impulsan el progreso del pensamiento jurídico, por la vía del cambio de jurisprudencia, no justifican que a costa de tal evolución sea legítimo y proporcional el sacrificio de los derechos de quienes obraron en el pasado movidos por lo que mandaba el antiguo precedente. Así, aun cuando no existe un derecho subjetivo de persona alguna de impedir la evolución y cambio de las soluciones que provea el derecho de fuente jurisprudencial, sí es razonable demandar que tales mutaciones sean respetuosas de los derechos subjetivos de los justiciados.

4.5.- Entonces, la garantía de los derechos individuales en el marco de las actuaciones administrativas y jurisdiccionales lleva a afirmar por regla general que todo cambio de jurisprudencia que altera de manera sustantiva el contenido y alcance de las competencias estatales, de los derechos de las personas o los mecanismos de protección de los mismos, necesariamente debe ser adoptado e interpretado con efecto prospectivo o a futuro, esto es, que de manera ínsita se encuentra envuelto en él su radio de acción temporal o ratione temporis gobernando las situaciones problemáticas que se susciten a partir de la fecha posterior a su adopción, lo que excluye cualquier suerte de aplicación retroactiva del nuevo criterio jurisprudencial.

4.3.- Entonces, en el presente asunto, es claro que cuando los falladores de instancia resolvieron acoger el precedente jurisprudencial y, en consecuencia, a raíz de la solicitud de la fiscalía, decidieron absolver a los acusados, consolidaron una situación evidentemente favorable a sus intereses.

Absolución que a la luz de la nueva jurisprudencia debería ser removida a través de la nulidad a efectos de que los falladores motiven sus fallos, pero que, por respeto al debido proceso y al principio de favorabilidad, concretamente a la irretroactividad del precedente más gravoso, no puede hacerlo la Corte ahora por vía del recurso de casación, menos aun cuando anular lo actuado desconocería la situación generada que beneficia a los procesados.

Corolario de lo anterior, la variación jurisprudencial no puede aplicarse en este asunto y, por tanto, no emerge yerro que deba ser corregido, resaltando que acertaron las instancias cuando emitieron los fallos absolutorios, razón por la cual las censuras edificadas sobre el supuesto de la presencia del error ante la ausencia del análisis probatorio, no prosperan...” (Subrayas ex -  texto)
6.5.8 En consecuencia, la Sala considera que en este caso concreto se debe confirmar este apartado de la decisión del A quo, que se entiende se basó en el hecho de que el juez de conocimiento podía tomar una determinación transitoria con respecto al sustituto de la prisión domiciliaria cuando se solicite el mismo por la condición de madre o padre cabeza de familia del procesado, quedando deferida la decisión final sobre el tema al criterio del juez de EPMS una vez adquiera ejecutoria el fallo, lo que conduce a confirmar el ordinal cuarto de la providencia recurrida. 
6.6 Tercer problema jurídico (sobre el destino del automotor donde se transportaba la sustancia incautada y el trámite de extinción de dominio sobre ese vehículo) 
6.6.1 El delegado del Ministerio Público censuró que en la sentencia se hubiera ordenado la entrega definitiva al señor Yefferson Javier Tobar Moncayo del vehículo de placas JLB-041, o a la persona que este autorizara, o en su defecto al poseedor o tenedor legítimo debidamente acreditado de ese automotor.
6.6.2 Sobre este tema específico, en la sentencia de primera instancia se consideró lo siguiente: i) la delegada de la FGN solicitó que se decidiera el destino de ese automotor, indicando que se había entregado de manera provisional a su propietario; y ii) como el ente acusador no había adelantado el trámite administrativo de extinción de dominio previsto en la ley 1708 de 2014, se ordenó la devolución del automotor.

6.6.3 Con base en esta decisión del A quo, hay que manifestar en aplicación del principio de limitación de la segunda instancia, esta Sala no puede revocar la decisión de entrega el vehículo, que ordenó el juez de primer grado, ya que el Procurador Delegado no solicitó que se dejara sin efecto ese acápite de la sentencia, en la medida en que su recurso se centró en pedir que se iniciaran los trámites de extinción de dominio de ese bien, conforme a las previsiones de la Ley 1708 de 2014.

6.6.4 En ese orden de ideas y como premisa inicial, hay que manifestar que según el artículo 82 de la Ley 906 de 2004, el comiso se encuentra instituido como una medida que procede sobre bienes y recursos del penalmente responsable que provengan o sean producto directo o indirecto del delito, o cuando han sido utilizados en los delitos dolosos como medio o instrumento para la ejecución del mismo, sin perjuicio de los derechos que tengan sobre ellos los sujetos pasivos o terceros de buena fe. 
Y en el mismo sentido la Ley 1708 de 2014 en su artículo 16 dispone que son causales de extinción de dominio sobre los bienes que se encuentren entre las siguientes circunstancias: numeral 5º los que hayan sido utilizados como medio o instrumento para la ejecución de actividades ilícitas y numeral 6º los que de acuerdo con las circunstancias en que fueron hallados, o sus características particulares, permitan establecer que están destinados a la ejecución de actividades ilícitas.

6.6.5 Como se expuso, en esta actuación se conoce que el vehículo identificado con la placa JLB-041 fue utilizado como medio para la comisión del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en la modalidad de “transportar”, si se tiene en cuenta que del factum del escrito de acusación se deduce que en ese automotor se transportaba el señor RCR cuando fue requerido por unos miembros de la Policía Nacional, que lo capturaron por transportar sustancia estupefaciente identificada como cannabis sativa o marihuana en cantidad de 2.015.800 gramos y cocaína en cantidad de 201 gramos. 
6.6.6 En consecuencia, la decisión que se adopte tiene relación exclusiva con la disposición final del citado bien, en el entendido que desde la audiencia de verificación de preacuerdo, la defensora del procesado pidió que al decidirse el destino de ese vehículo, se tuvieran en cuenta los derechos de terceros que tuvieran interés sobre el mismo
.
6.6.7 Pese a que en el expediente no obra ninguna prueba relacionada con la titularidad del derecho de dominio de ese vehículo, se infiere que el juez de primer grado tuvo que disponer de algún medio de conocimiento para considerar que el propietario del camión de placas JLB -041 era el señor Yefferson Javier Tovar Moncayo, quien no fue vinculado al proceso adelantado contra el señor RCR y por ende debe ser considerado como un tercero de buena fe hasta que se pruebe lo contrario, por lo cual tomar en segunda instancia alguna decisión que afectara sus intereses sin permitirle el ejercicio de sus derechos a la defensa y la contradicción que establecen los  artículos 8º y 13 de la Ley 1708 de 2014, significaría una vulneración del debido proceso.

6.6.8 En el mismo sentido debe indicarse que la decisión del A quo no impide que se inicie el trámite de extinción de dominio sobre el citado automotor que anunció la delegada de la FGN en su recurso, por tratarse de una acción autónoma e independiente del proceso penal, como lo dispone el artículo 18 de la citada Ley 1708 de 2014. 
6.6.9 Respecto de la garantía al debido proceso jurisdiccional en respeto de los derechos de la víctima y del tercero de buena fe se pronunció la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal, en radicado 32452 del 28 de octubre de 2009, MP Alfredo Gómez Quintero, donde se dijo :
“Si ello es así y dentro de una actuación judicial-penal se incauta, con fines de comiso, un vehículo automotor (u otro bien) y esa pretensión se logra, esto es, el órgano judicial competente declara la extinción del dominio, para que del mismo pase a ser titular el Estado, deriva incontrastable que tal decisión debió estar precedida de esas reglas que comportan un proceso como es debido, esto es, que en forma diligente los servidores públicos competentes debieron haber realizado las gestiones a su alcance a fin de notificar a todos los que pudieran tener  algún derecho sobre la  cosa para que, si a bien lo tenían, acudieran a hacer valer sus pretensiones dentro de un debate contradictorio, con igualdad de oportunidades”

6.6.10 En tal sentido, y atendiendo en forma preferente el principio de limitación de la segunda instancia, y de manera subsidiaria las razones antes expuestas, se adicionará la decisión del juez de primer grado, mediante la cual ordenó la entrega definitiva del automotor al señor Yefferson Javier Tobar Moncayo, para ordenar la compulsa de copias para la FGN con el fin que se proceda a adelantar el proceso administrativo de extinción de dominio conforme lo dispone la Ley 1708 de 2014, toda vez que la FGN no ha adelantado ningún trámite relacionado con esta acción respecto del citado automotor, situación que puede explicarse porque en este caso el trámite procesal a su cargo terminó de manera anticipada en virtud del preacuerdo celebrado con el procesado, lo que no le impide que la FGN promueva esa acción, conforme a lo explicado anteriormente.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, el 18 de octubre de 2016, en la cual se condenó al señor RCR, por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 
SEGUNDO: SE ADICIONA el numeral 1º del fallo de primer grado, en el sentido de imponer al señor RCR la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derecho y funciones públicas a perpetuidad, lo que afecta intemporalmente su derecho a aspirar a cargos de elección popular, a desempeñarse como servidor público, y contratar con el Estado, situación que no se pregona frente al ejercicio del derecho al sufragio o el ejercicio de cualquier otro derecho público inherente a la condición de ciudadano, motivo por el cual la  inhabilitación frente a las garantías atrás citadas, se aplicará por el mismo término de duración de la pena principal. 
TERCERO: COMPULSAR COPIAS de la presente actuación con destino a la FGN para que se dé inicio al proceso administrativo de extinción de dominio de que trata la Ley 1708 de 2014 en lo que tiene que ver con el automotor identificado con la placa JLB-041, de conformidad con lo señalado en el acápite 6.6.10 de está providencia.
En lo demás queda vigente la sentencia de primera instancia.
TERCERO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Folios 2 a 5.


� Proceso radicado Nro. 660016000000-2016-00080-01. Acusado: Juan Carlos Martínez y otros.





� Ver Folios 48 a  81 


� “Ahora, las exigencias que demanda la Ley 906 en punto al instituto jurídico bajo examen son significativamente reducidas y abiertamente ventajosas, como que basta demostrar la calidad de cabeza de familia respecto de hijo menor o que sufra incapacidad permanente, y además, que ese menor (a quien la ley pretende proteger) haya estado bajo su cuidado. Como se ve, la aplicación del sustituto hoy en día no está limitada -por lo menos desde la visión de esa norma y para la época en que se cometió la infracción- por la naturaleza del delito, así como tampoco supeditada a la carencia de antecedentes penales y mucho menos a la valoración de componente subjetivo alguno, dada la simplicidad que ofrece la construcción legislativa del dispositivo. 





No hay duda, pues, que los nuevos instrumentos procesales son (como se dijo) muchísimo más ventajosos que los anteriores, resultando por ello aplicables en virtud del principio de favorabilidad, pues nadie discute -de una parte- el carácter sustancial del instituto y -de otra- la sucesión de leyes en el tiempo acompañada de la simultaneidad de sistemas, completando y configurando así el trío de elementos necesarios para que jurisprudencial, constitucional y legalmente pueda abrirse paso la aplicación de aquella garantía fundamental. 





Así, respecto de YIDIS MEDINA es posible pregonar su condición de madre cabeza de familia de dos hijos, MAINER STEVEN SALCEDO y YIDIS DANIELA DURÁN, de 14 y 8 años en su orden, dado que los respectivos papás no conviven con aquéllos, así como comprobado está que los dos menores estaban bajo el cuidado de la procesada inclusive hasta el día en que fue privada de libertad. 





Con ese marco, se ofrecen satisfechas las condiciones legales para acceder al comentado beneficio. Sin embargo, una consideración adicional resulta pertinente a juicio de la Sala, si en cuenta se tiene que -conforme lo reseñado- en la nueva legislación, aplicable por favorabilidad, la sustitución de la pena de prisión por domiciliaria -a voces del artículo 461- procede en la fase de ejecución de la sanción y por cuenta del juez de ejecución de penas, lo cual implica que se parte del presupuesto de la ejecutoria de la sentencia, condición ésta que respecto de la de MEDINA PADILLA sólo la adquiere con la firma de los Magistrados de la Sala.” 





� “(…)  No empece lo anterior, cree la Corporación que por encima de la comentada fase y aún de la competencia del juez de penas para proceder a la sustitución, la libertad personal ha de tener un trato prevalente, motivo por el cual su limitación o restricción ha de concretarse a lo necesario, proporcional y razonable, generándose sobre esa base, en cuanto al principio de afirmación de la libertad (art. 295 L906/04), una interpretación restrictiva de las normas que regulan los institutos que atañen a tal garantía. 





Cuando se propone -como en efecto se está haciendo- que en la sentencia definitiva se puede (con la restricción funcional a que se hará mención más adelante) aplicar por el fallador la sustitución de la prisión en los casos señalados en el artículo 461 ya mencionado (aunque descartada la causal primera del artículo 314, según reiterada jurisprudencia), no se está haciendo cosa distinta a destacar, por encima de las formas, la prevalencia del derecho a la libertad, así sea -como en este evento- para garantizar que su limitación sea la menor posible y que a su vez el beneficiario del instituto jurídico, como es el menor de edad, pueda recibir el benéfico influjo directo e inmediato de la aplicación del subrogado. 





Ahora bien, ese avance en el reconocimiento de la sustitución de la prisión por su homóloga la domiciliaria debe quedar restringido a los fallos que de manera definitiva profiera la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, mas no a los emitidos por la primera o la segunda instancia, dado que cuando estos jueces o tribunales emitan sentencia condenatoria y en ese momento constaten cumplida la totalidad de requisitos de las causales regladas por el artículo 314, lo procedente será la aplicación directa de la causal de sustitución de la medida de aseguramiento, proceder ante el que nunca estará la Corte, si en cuenta se tiene que al emitir esta Corporación una sentencia condenatoria lo será con el carácter de definitiva, bien que sea en única, en segunda instancia o en casación…..”  


� Auto del 10 de mayo de 2006, Rad. 25389.


� “…Ahora bien, ese avance en el reconocimiento de la sustitución de la prisión por su homóloga la domiciliaria debe quedar restringido a los fallos que de manera definitiva profiera la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, mas no a los emitidos por la primera o la segunda instancia, dado que cuando estos jueces o tribunales emitan sentencia condenatoria y en ese momento constaten cumplida la totalidad de requisitos de las causales regladas por el artículo 314, lo procedente será la aplicación directa de la causal de sustitución de la medida de aseguramiento, proceder ante el que nunca estará la Corte, si en cuenta se tiene que al emitir esta Corporación una sentencia condenatoria lo será con el carácter de definitiva, bien que sea en única, en segunda instancia o en casación” . 





� Sobre el tema ver C.S.J. Sala de C.P.  Radicado  37209 23 noviembre de 2011.  


� ”De esta manera, la jurisprudencia constitucional considera, por una parte, que es legítimo para el legislador introducir derechos en materia penal a mujeres que se encuentran privadas de la libertad, como por ejemplo la prisión domiciliaria; pero por otra, considera que no concederla a una mujer cabeza de familia, cuando ésta pone en riesgo la seguridad de la comunidad y puede representar una amenaza para los derechos de los asociados, es legítimo, porque es constitucional restringir esa posibilidad en tales condiciones”�.


� “…Es decir, el debido respeto al interés superior del menor no implica un reconocimiento mecánico, irrazonable o autoritario de sus derechos. Y dejar como único requisito de la detención o prisión domiciliaria para los padres o madres cabeza de familia la constatación de la simple condición de tal convierte en absoluto el derecho del menor a no estar separado de su familia, y además lo hace en detrimento de unos institutos (la detención preventiva en centro de reclusión y la ejecución de la pena en establecimiento carcelario) que no sólo atienden a principios y valores constitucionales (como la paz, la responsabilidad de los particulares y el acceso a la administración de justicia de todos los asociados), sino que deben ser determinados por las circunstancias personales del agente, motivo por el cual tienen que ser ponderadas en todos los casos. (…)


Lo anterior significa que no está prohibida la confrontación, en cada caso, de las circunstancias constitutivas del interés superior del menor con las condiciones personales en el imputado o autor del injusto que justifiquen la procedencia de la detención preventiva o de la ejecución de la pena privativa de la libertad, en la medida en que estas últimas manifiestan valores constitucionales opuestos que, por el solo hecho de contar con un peso abstracto menor, no pueden ser excluidos de la sindéresis judicial. (…) 


2.3.2. En cuanto al reconocimiento de la prisión domiciliaria para el padre o madre cabeza de familia, los requisitos de orden objetivo y subjetivo consagrados en el artículo 1 de la Ley 750 de 2002 no pueden entenderse derogados por los artículos 314 numeral 5 y 461 de la Ley 906 de 2004, en la medida en que estas normas obedecen a un carácter menos restrictivo del derecho a la libertad que desde el punto de vista de la Constitución Política se justifica por el hecho de no haber sido desvirtuada la presunción de inocencia.


2.3.3. En consecuencia, ya sea por mandato constitucional o específico precepto legal, en ningún caso será posible desligar del análisis para la procedencia de la detención en el lugar de residencia o de la prisión domiciliaria para el padre o madre cabeza de familia, aquellas condiciones personales del procesado que permitan la ponderación de los fines de la medida de aseguramiento, o de la ejecución de la pena, con las circunstancias del menor de edad que demuestren la relevancia de proteger su derecho, a pesar del mayor énfasis o peso abstracto del interés superior que le asiste….” �


� C.P. Artículo 4º.   


� Art. 230 de la Constitución Política


� LOPEZ MEDINA, Diego. Eslabones del Derecho. Bogotá. Ed Legis2017, pg. 9


� Sentencia del 4 de septiembre de 2017. Rad. 68001-23-31-000-2009-00295-01 (57279)


� Ver acta audiencia del 24 de agosto de 2016 Folio 43 vto.
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